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ANTONIO VIANA 
La potestad vicaria constituye una institución canomca cuyos 
perfiles no son fáciles de identificar. Contribuyen a esta dificultad la 
abundancia y variedad de oficios eclesiásticos que han recibido la de-
nominación de «vicarios», y la genérica descripción de las funciones 
vicarias como aquellas que se ejercen en nombre ajeno; descripción 
presente en la doctrina antigua -especialmente pos tridentina 1_ y 
en la exégesis etimológica de los comentaristas del CIC de 1917. Por 
10 demás, la expresión «potestad vicaria» ha sido empleada tradicional-
mente para incluir también supuestos de poderes que la Iglesia ejerce 
en nombre de Dios con especial mandato: la así llamada potestas 
vicaria Ecclesiae, de particular relevancia en el ámbito matrimonial. 
Posiblemente fueron estas dificultades conceptuales las que lleva-
ron a Michiels a afirmar que la distinción entre potestad propia y vi-
caria era jurídicamente 'poco importante 2. 
1. Así, para E. GONZÁLEZ TÉLLEZ, es Vicario «qui alterius vices obit»: Com-
mentaria perpetua in ' singulos textos quinque librorum decretalium, Lugduni 
1715, lib. I, pars. II, tito XXVIII, c. 2, n. 3. En el mismo sentido, F. SMALZGRÜBER, 
Ius Ecclesiasticum Universum, Romae 1844, t. I, pars. alt., tito XXVIII, p. 144: 
«Vicarius in divinis (oo .) ille est, qui in divinis ministeriis, et cura animarum, 
sive iis, quae ad forum internum conscientiae pertinent, vices alterius gerit», 
y E. PIRHING, Doctrina ss. canonum in compendium redacta, Venetiis 1711, lib. !, 
tito XXVIII, sect. II, p. 101: «Vicarius iurisdictionis dicitur ille, qui in foro 
contentioso, et externo vice aliorum exercet». 
Para una información general del significado del término «vicario", cfr. 
L. RESTREPO URIBE, Vicarius, en «Periodica", LXXIV, 1985, pp. 273-300. 
2. Vid., G. MICHIELS, De potestate ordinaria et delegata, Tournai 1964, p. 132. 
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Con todo, el CIC de 1983 (cfr. c. 131 § 2) no ha podido prescin-
dir de aquella distinción clásica, a pesar de la propuesta formulada 
en tal sentido por algún representante de la doctrina postconciliar 3, 
dada su importancia para la estructuración de los oficios eclesiásticos 
y el dinamismo de la potestas regiminis. 
La opción realizada por el legislador invita a la reflexión sobre 
los rasgos diferenciadores de la potestad vicaria de gobierno frente a 
otras manifestaciones jurisdiccionales en la Iglesia. Esta tarea resulta 
además necesaria si se considera que la vicariedad integra necesaria-
mente la organización central de la Iglesia y la estructura orgánica de 
las Iglesias particulares 4. 
1. PRESUPUESTOS ORGÁNICOS Y FUNCIONALES 
1. Potestad propia y vicaria: oficios capitales y auxiliares 
El principal criterio externo de distinción entre la potestad pro-
pia y la vicaria radica en la configuración de los oficios eclesiásticos 
y en su vinculación con una concreta comunidad de los fieles erigida 
en la Iglesia como tal. Puede hablarse así de una distinción básica 
entre oficios capitales (principales) y auxiliares. 
Como afirmaba Morsdorf en 1967, «la Iglesia no puede ser la 
3. «La solución que proponemos lleva consigo la eliminación dél término 
vicario»: G. DELGADO, Desconcentración orgánica y potestad vicaria, Pamplona 
1971, p. 73. Más adelante nos ocuparemos de la propuesta formulada por este 
autor. 
Aunque las consideraciones apuntadas en estas páginas se refieran a la 
Iglesia latina, un somero análisis de los trabajos preparatorios muestra que 
la codificación del derecho oriental ha asumido la clasificación potestad pro-
pia - potestad vicaria en los mismos términos del c. 131 § 2 del CIC de 1983 
y, por consiguiente, aquellas consideraciones resultan aplicables mutatis 
mutandis a la organización de las iglesias orientales: Cfr. Pontificia Commissio 
Codici Iuris Canonici Orientalis recognoscendo, Schema Codicis Iuris Canonici 
Orientalis (SCICO), Romae 1986, c. 977. 
4. En la disciplina actual, el Vicario general es un oficio de constitución 
preceptiva en cada diócesis (cfr. c. 475 § 1), a diferencia de la regulación es-
tablecida por el CIC de 1917. Lo mismo ocurre con el Protosyncéllus de las 
eparquías orientales (cfr. c. 243 SCICO de 1986). Por lo demás, tampoco es 
concebible actualmente un desarrollo habitual del munus regendi primacial sin 
el auxilio de los organismos que componen la Curia romana (c. 360). 
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representación visible del Cuerpo de Cristo sin una cabeza visible. Por 
tanto la Iglesia está constituida según el principio de unidad entre la 
cabeza y el cuerpo -evidenciado por la imagen del Cuerpo místico 
de Cristo-, de tal manera que el Señor invisible es representado, 
ante la Iglesia universal, por el Papa y ante la Iglesia particular, por 
el Obispo» 5. 
La línea fundamental de la organización eclesiástica viene cons-
tituida, en efecto, por aquellos oficios que proporcionan su pastor a 
la Iglesia universal y a las Iglesias particulares. El Papa y los obispos 
son titulares de unos oficios capitales que desempeñan en nombre de 
Cristo como fundamentos visibles de unidad en su ámbito respec-
tivo (cfr. LG, 23). 
Estas consideraciones elementales sobre la constitución jerárquica 
de la Iglesia, plantean la cuestión de si la potestad propia ha de 
entenderse en sentido estricto, esto es, en referencia exclusiva al Ro-
mano Pontífice y los obispos, o sí, por el contrario, tal concepto es 
canónicamente más amplio. 
Desde un punto de vista legal y descriptivo cabe observar que el 
elc de 1983, además de referirse a los prelados y abades territoriales 
como pastores propios «ad instar Episcopi dioecesani» (c. 370), emplea 
la calificación de Ordinario propio para referirse al oficio capital de 
una Prelatura personal (c. 295 § 1). Se trata de una expresión utilizada 
también recientemente por la Consto ap Spirituali Militum Curae al 
configurar la potestad del Ordinario castrense e. Pero incluso el Pá~ 
5. K. MORSDORF, Vber die Zuordnung des Kollegialitatsprinzips zu dem Prin-
zip der Einheit von Haupt und Leib in der hierarchischen Struktur der Kirchen-
verjassung, en «Wahrheit und VerkÜDdigung. Michael Schmaus zum 70», II, Mün-
chen-Paderbom-Wien 1967, p. 1.436. Sobre este aspecto de la doctrina del canonista 
alemán, vid. A. CATTANEO, Questioni fondamentali della canonistica nel pensiero 
di Klaus Morsdorf, Pamplona 1986, pp. 190-194. 
6. Vid. Consto Ap., Spirituali Militum Curae, 21.IV.1986, II.1 y IV.3.o, en AAS 
78, 1986, pp. 481-486. Las Prelaturas personales de los ce. 294 y ss. y los Ordina-
riatos castrenses tienen en común -dado su carácter complementario de las 
Iglesias particulares- que la potestad «propia» que se ejerce en tales entida-
des jerárquicas es cumulativa o mixta -no . exclusiva, por tanto- con la po-
testad del Obispo diocesano. Es este un dato fundamental para su diferencia-
ción canónica respecto de la potestad propia de los Prelados y Abades territo-
riales. Cfr., por ejemplo, ibid., IV.3.O. 
Fuera del ámbito de la Iglesia-Institución, gozan también de potestad propia 
los superiores mayores de institutos religiosos clericales de derecho pontificio 
y de sociedades de vida apostólica clericales de derecho pontificio (cfr. C. 134 § 1 
en relación con los ce. 596 § 2 Y 732, y, a fortiori, la referencia al c. 131 en el 
C. 596 § 3). 
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rroco es calificado asimismo por el c. 515 § 1 -siguiendo el criterio 
de CD, 30- como Pastor propio de la parroquia. 
Al margen del último ejemplo citado -el Párroco no es Ordina-
rio-, los supuestos aludidos muestran que la organización eclesiás-
tica admite una distinción gradual en la titularidad de la potestad 
propia. Junto a los oficios de capitalidad plena, la estructura jerárquica 
de la Iglesia comprende otros oficios capitales surgidos, en atención 
a las necesidades del Pueblo de Dios, como resultado del proceso his-
tórico de transmisión de funciones y poderes a través del sacramento 
del orden y la missio canónica pontificia. Estos oficios capitales, cuya 
jurisdicción puede calificarse de cuasiepiscopal, semiplena o prelati-
cia 7, enseñan, santifican y gobiernan a los fieles encomendados a su 
cuidado pastoral, con la cooperación de su presbiterio, en comunión 
con el Romano Pontífice y los obispos. 
Cuando tales oficios de capitalidad prelaticia se constituyen al 
frente de estructuras pastorales descentralizadas, su potestad no es 
vicaria sino propia, aunque mediatamente se sustente en la potestad 
del Romano Pontífice. En este sentido, constituye un ejemplo ilustra-
tivo el cambio terminológico recientemente operado por la aludida 
Consto ap. Spirituali Militum Curae, al calificar de «Ordinarios» a los 
antes denominados «Vicarios castrenses»: en realidad, el Ordinario 
castrense es un oficio capital sobre una estructura pastoral descen-
tralizada -autónoma-, de manera que su potestad no debe califi-
carse como vicaria del Papa 8. 
7. Sobre las diferencias entre capitalidad plena y semiplena, vid., J. HERVADA, 
Elementos de Derecho Constitucional Canónico, Pamplona 1987, pp. 304-307. 
8. La mediación pontificia es mucho más acusada en e! caso de los Vica-
riatos, Prefecturas y Administraciones apostólicas establemente erigidas (c. 
368 ss.). La opción del ele de 1983 -con el precedente de los cC. 293* ss. y 
312* ss. del ele de 1917- es clara: tales oficios rigen sus comunidades «nomi-
ne Summi Pontificis» (c. 371), a diferencia de lo que sucede en las Prelaturas 
y Abadías territoriales (cfr. C. 370). Nótese, asimismo, que e! calificativo «apos-
tólico» hace referencia a la potestad papal. 
En los trabajos preparatorios del ele actual se plantearon unas interesan-
tes discusiones cuando se sostuvo que los Vicarios, Prefectos y Administrado-
res apostólicos debían ser configurados como pastores propios y no vicarios 
del Romano Pontífice. Durante aquellas discusiones, el Secretario adjunto del 
coetus de clericis justificó así la que más tarde sería solución definitiva del 
c. 371 del ele: «Vicarii enim et Praefecti Apostolici quodammodo repraesentant 
casum centralizationis, absdubio legitime, ex parte Summi Pontificis, quae cen-
tralizatio praeterea multis in casibus valde opportuna est propter peculiaria 
adiuncta interna ve! externa in quibus talis communitas fidelium versatur ( ... ). 
Potestas quam in respectivas communitates Vicarius et Praefectus Apostolicus 
habent non est propria, sed vicaria, quia ipse Romanus Pontifex sibi reservavit 
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Por otra parte, y normalmente en las mismas sedes de los oficioi 
capitales 9, el derecho instituye otros cargos de carácter auxiliar. En 
sentido amplio, todos los oficios no capitales revisten una significación 
auxiliar; con todo, algunos reciben a iure la misión de colaborar di-
recta y establemente (o por sustitución) con el oficio capital en el 
nivel correspondiente de la organización eclesiástica. Se sitúan exter-
namente en una posición subordinada y próxima al pastor propio, 
en cuyo nombre ejercen una potestad de carácter vicario, y tienen 
como características fundamentales el nombramiento a cargo del titu-
lar del oficio capital y la estricta dependencia jerárquica respecto del 
mismo a la hora de desempeñar sus funciones. Son típicas normas vi-
carias las que expresan el libre nombramiento y remoción a cargo del 
pastor propio, el que los poderes deban ser ejercidos ad mentem, e in-
cluso el principio general de que el cargo vicario sigue la suerte del 
oficio capital. Estas normas diferencian a los oficios vicarios de otros 
cargos dotados de mayor autonomía 10, y permiten hablar de la vica-
riedad como institución canónica de perfiles típicos. 
2. La potestad vicaria de colaboración y de sustitución 
Las principales funciones anejas a los oficios vicarios se ejercen 
bien por colaboración estable con el oficio capital, bien por sustitución. 
El fundamento histórico de esta distinción, puede encontrarse en 
la evolución funcional del Vicario general de la diócesis, verdadero 
arquetipo de la institución vicaria. Originalmente se trató de una per-
sona que, a partir del siglo XII y por influencia de las soluciones del 
derecho romano (Procurator generalis), sustituía al Obispo y hacía 
sus veces, principalmente en los supuestos de ausencia (Episcopus in 
remotis agens). Con el paso del tiempo, el munus del Vicario se esta-
bilizó, dejando de ser un representante ocasional del Pastor diocesano 
.ad tempus regimen talium communitatum, quas gubernat per Vicarios vel Prae-
fectos»: Sessio III (4-7.xU.1967) en «Communicationes», 1986, p. 66. 
9. Caben excepciones, como es el caso de los oficios citados en la nota 
precedente. 
La distinción entre oficios principales (que nosotros denominamos «capi-
tales») y auxiliares, está presente en la doctrina de K. MORSDORF. Vid., por ejem-
plo, De conceptu officii ecclesiastici, en «Apollinaris», XXXIII, 1960, p. 83. 
10. Así, por ejemplo, el Rector del Seminario o el Párroco, en el ámbito 
diocesano: cfr. F. J. URRUTIA, De normis generalibus. Adnotationes in Codicem: 
Liber J, Roma 1983, p. 91. 
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para convertirse en su colaborador estable (a ¡atere Episcopi), con 
funciones progresivamente circunscritas al ámbito administrativo 11. 
Actualmente, los vicarios de gobierno colaboran ipso iure con el 
oficio capital, en el ejercicio de funciones administrativas y judiciales 
(Vicario general y episcopal, Protosyncellusy Syncellus, Vicario judi-
cial, Curia romana); pues los que tradicionalmente han sido denomi-
nados «vicarios sustitutos» 12, responden en realidad a una técnica ca-
nónica para asegurar transitoriamente el ejercicio del gobierno cuan-
do el titular del oficio capital se encuentra ausente o impedido, o en 
las situaciones de sede vacante. Tal es el caso, por ejemplo, del Admi-
nistrador diocesano y parroquial (cc. 421 ss., cc. 539 y ss.), del Obispo 
coadjutor o auxiliar con facultades especiales (c. 405 § 2), o del Cole-
gio cardenalicio en sede vacante. Obsérvese que en estos casos se 
intenta precisamente que los fieles no queden sin Pastor: se trata de 
asegurar el ejercicio de aquellas funciones ' capitales, siquiera transito-
riamente y con arreglo al principio nihil innovetur; de ahí que la tradi-
cional vicariedad de sustitución se manifieste más bien corno una po-
testad propia transitoria, y en algunos casos, además, resulte identifi-
cable con el mecanismo de la delegación a iure 13. 
Las genuinas manifestaciones orgánicas de la potestad vicaria se 
presentan, por tanto, cuando un oficio eclesiástico asume funciones 
estables de colaboración diJtecta junto al oficio capital y, ordinaria-
mente, en la misma sede, es decir, en los casos de los vicarios colabo-
radores en el gobierno, a quienes nos referirnos en estas páginas. 
Tras estos presupuestos organizativos, veamos a continuación 
cómo ha explicado históricamente la doctrina canónica el dinamismo 
característico de la potestad vicaria. 
11. Vid., sobre la evolución histórica del Vicario general, E. FOURNIER, L'origi-
ne du Vicaire général et des autres membres de la Curie diocésaine, París 1940, 
pp. 283-365, Y C. J. KUHLMANN, De evolutione muneris Vicarii Generalis, en «Revue 
de Droit Canonique», XIII, 1963, pp. 149-174, 227-247 Y 327-341. 
12. Cfr. F. J. RED6 LLONART, La figura jurídica del Vicario Sustituto, Ovie-· 
do 1965. 
13. En este sentido, cabe observar la terminología empleada por el c. 409 § 2 
(a iure quidem collatam) sobre la potestad del Obispo auxiliar en sede vacante. 
Es también significativo el cambio terminológico realizado por el CIC vigente 
al denominar «Administrador» diocesano y parroquial a los que el CIC de 
1917 configuraba respectivamente como «Vicario» capitular y <<Vicario» ecónomo. 
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II. EL DINAMISMO DE LA POTESTAD VICARIA DE GOBIERNO 
EN LA DOCTRINA CANÓNICA 
En esta materia vuelve a ser de interés la referencia al Vicario 
general de la diócesis. Durante siglos, este oficio constituyó el punto 
de referencia principal para los autores que se ocuparon de analizar 
las características de la potestad vicaria. Al margen de las cuestiones 
particulares que fueron objeto de discusión, nos interesa ahora siste-
matizar las opiniones doctrinales más recientes en torno a la natu-
raleza de las relaciones jurídicas entre oficio capital y oficio vicario, 
planteadas precisamente a propósito del Vicario general. Estas opinio-
nes pueden reducirse a tres: la vicariedad como representación ju-
rídica del oficio capital, como solidaridad o identidad jurídica entre 
los dos oficios, o, en fin, la vicariedad como técnica canónica de dis-
tribución de funciones sustituible por el mecanismo jurídico de la 
desconcentración orgánica. 
Cabe decir, ante todo, que en esta materia subyacen importantes 
problemas prácticos como, por ejemplo, el posible recurso ante el ofi-
cio capital por los actos vicarios, cuestión que también abordaremos. 
1. Representación canónica 
Con carácter general, representar significa actuar por cuenta ajena 
ante terceras personas. Tales son los elementos personales de esta ins-
titución jurídica: el rerresentante, el dominus negotii o representado 
y, por fin, el tercero o terceros que se relacionan con ellos. 
a) En el ordenamiento estatal, la institución representativa incide 
de manera particular en el ámbito del derecho privado. Abarca los 
supuestos en los que una persona jurídicamente capacitada carece, 
sin embargo, de capacidad de obrar; es decir, de la posibilidad de 
realizar actos con efectos jurídicos (representación de menores o inca-
paces y, en cierto sentido, representación de personas jurídicas: re-
presentación legal), y también los supuestos en los que, existiendo ca-
pacidad jurídica y capacidad de obrar, el sujeto no desea actuar por 
sí mismo (representación voluntaria) 14. Al mismo tiempo, la legitima-
ción representativa puede referirse a un único acto (representación es-
pecial) o a un bloque de relaciones que pertenezcan habitualmente a 
la esfera jurídica del representado (representación general). 
14. Vid. arts. 10 § 11, 162 Y 267 del Código Civil español. 
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En todos estos supuestos, el representante obtiene, en virtud de 
un contrato consensual o de la misma ley, los oportunos poderes que 
le legitiman para actuar en el tráfico jurídico en nombre y en interés 
del representado 15, de forma que los actos o negocios jurídicos cele-
brados por aquel producen efectos idénticos a los que se hubiesen de-
rivado de la intervención directa del representado. Prescindiendo de 
otros elementos nos interesa hacer notar que es, en efecto, caracterís-
tica fundamental de la representación civil el que los efectos jurídicos 
del acto representativo recaigan sobre el representado (representa-
ción directa), lo cual se explica teniendo en cuenta el previo contrato 
o autorización legal. Por eso, la autonomía del representante se refiere 
a la determinación de la voluntad negocial, pero no a los efectos ju-
rídicos del acto, que compromete al dominus 18; de lo contrario, es-
taríamos más bien ante un supuesto de sustitución 17. 
En consecuencia, el representante ha de servir con su actuación el 
interés del dominus, evitando cualquier contraste de interés entre su 
patrimonio y el de la persona a quien representa (contemplatio 
domini); de ahí que los ordenamientos estatales reglamenten una se-
rie de remedios civiles y procesales que tienden a proteger el interés 
del representado: la acción de daños y perjuicios contra el representan-
te por inexactitud en el cumplimiento de la obligación o por daños real-
mente producidos; la acción de anulabilidad del contrato concluido 
por el representante cuando existe un conflicto con el interés del re-
presentado, etc. 18 • 
b) La técnica representativa goza, asimismo, de una amplia tra-
dición en el derecho canónico. El Liber Sextus de Bonifacio VIII es 
buena muestra de ello al establecer Con carácter general que «potest 
quis per alium, quod potest facere per seipsum» 19. La codificación ha 
asumido también con amplitud esta institución jurídica en relación 
con supuestos concretos. Así, en los casos de representación de me-
15. Cfr. F. CARNELUTTI, Teoría General del Derecho, trad. esp., Madrid 1955, 
p.239. 
16. «Si conviene infatti generalmente nell'opinione che di vera e propria 
'rappresentanza' si possa parlare solo quando gli effetti giuridici del negozio 
compiuto da! rappresentante si producono immediatamente ed exclusivamente 
in capo all'interessato ('rappresentanza diretta'»>: R. ORESTANO, Rappresentanza 
(Diritto Romano), en «Novissimo Digesto Italiano», XIV, Torino 1967, p. 796. 
En el mismo sentido, W. O'AVANZO, Rappresentanza (Diritto Civile), en ibid, p. 823. 
17. Como es sabido, los términos «representación», «sustitución» y «nuncia-
tura» no son equivalentes en el Derecho Civil: vid. F. CARNELUTTI, op. cit., p. 239. 
18. Cfr. W. O'AVANZO, loe. cit., p. 824. 
19. VI V, De regulis iuris, 68. 
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nores, incapaces, personas jurídicas, actividad procesal, elecciones, 
etcétera 20. 
A partir de estos datos -y a falta de un tratamiento general de 
la representación en las normas codiciales- no faltan autores que 
pretenden trasladar la institución al plano de la potestad de gobierno 
delegada y vicaria, configurando concretamente la persona del Vicario 
general como representante del Obispo diocesano. En este sentido opi-
na Rouco que la vicariedad diocesana expresa la representación del 
Obispo a través de un oficio de especial confianza 21. También Cabreros 
y Ciprotti 22 califican al Vicario como representante episcopal. 
En la misma línea se sitúan los autores que consideran el oficio 
vicario como mandatario del oficio capital. El mandato legal o volun-
tario vendría a fijar el objeto de la representación; de tal manera 
que el vicario recibiría un mandato general de la ley y en los casos 
.que excedieran el contenido legal de la representación, actuaría legiti-
mado por un mandato especial del representado 23. Por lo que se re-
fiere a los efectos jurídicos de los actos vicarios, la cuestión resulta 
dara: si el mandatario o vicario actuó dentro de los límites del man-
dato, sus actos producirán efectos en el mandante, es decir, serán 
atribuidos al oficio capital 24. 
:2. Identidad jurídica 
Esta nueva aportación doctrinal tiene en realidad muchos aspec-
itos comunes con la doctrina representativa; pero puede ser sistema-
.tizada aparte en virtud de su particular atención hacia un aspecto de 
20. Vid. cc. 98 § 2, 99, 118, 1480 ss. y 174 del CIC de 1983 con sus respectivos 
precedentes en el CIC de 1917 (cc. 89*, 88 § 3*, 517*, 1649* ss. y 172*). 
21. Cfr. A. M. Rouco VARELA, El ministerio episcopal y la organización de la 
'Curia, en la obra colectiva «La Curia episcopal. Reforma y actualización» 
Salamanca 1979, p. 25. En términos similares se expresa Müller a la luz del 
iIluevo Código: cfr. H. MÜLLER, Die Rechtliche Stellung des Diozensanbischofs 
gegenüber Generalvikar und Bischofsvikar, en «Archiv für katholisches Kirchen-
-recht», 153/11, 1984, p. 400. 
22. Cfr. M. CABREROS DE ANTA, El derecho de representación, en «Estudios 
.canónicos», Madrid 1956, pp. 180 ss.; P. CIPROTTI, Lezioni di Diritto Canonico. 
Parte generale, Padova 1943, p. 179. Vid. también E. EICHMANN, Manual de Dere-
..cho Eclesiástico, 1, trad. esp., Barcelona 19313, pp. 231-233. 
23. Vid. por todos, R. NAZ, Vicaire général, en «Dictionnaire de Droit Cano-
.ruque», VII, París 1965, col. 1502; y también del mismo autor, Procureur, en 
.ibid., col. 325. 
24. Cfr. R. NAZ, Mandat, en ibid., VI, col. 718. 
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la potestad vicaria. Este aspecto se encontraba ya en las expresiones 
de los autores antiguos -especialmente los postridentinos- al califi-
car las relacionas institucionales entre oficio capital y vicario con los, 
términos «unumtribunal», «idem consistorium», o «idem auditorium»; 
subrayando, por tanto, la igualdad o identidad entre ambos oficios 25. 
También algunos autores modernos conciben la identidad jurídica 
con el oficio capital como nota expresiva de la potestad vicaria de 
gobierno. En el caso concreto del Vicario general de la diócesis, su po-
testad se manifiesta como un fenómeno de cumulación jurisdiccional 
(potestad cUinulativa) con la potestad del Obispo; pues la competencia 
de ambos oficios es la misma en su universalidad material, territorial' 
y personal: ambas potestades se ejercen sobre las mismas materias,. 
personas y lugares. De esta manera señala de Paolis que «cuando 
se afirma que la potestad del Vicario es la misma que la del Obispo, 
es necesario pensar en un único oficio: el oficio episcopal, poseído 
simultáneamente, aunque de forma subordinada, por el Obispo y por 
su Vicario. El Obispo y el Vicario jurídicamente son la misma per-
sona» 26. 
Como ya se ha señalado, esta doctrina califica la potestad vicaria 
de universal o cumulativa con la potestad episcopal; de tal manera 
que el oficio vicario puede ser considerado como verdadero alter egO' 
Episcopi. Ello quiere decir canónicamente que los actos vicarios tie-
nen el mismo valor que si hubieran sido producidos por el Obispo en 
persona. Y esta característica define estrictamente la potestad del Vi-
cario general 27. 
A partir de estas consideraciones se deducen dos consecuencias 
muy concretas. La primera, que sólo apuntamos, consiste en la difi-
cultad de salvar la responsabilidad solidaria del Obispo por los actos. 
25. Vid., por ejemplo, L. FERRARIS, Prompta Biblioteca canonica, iuridica,. 
moralis, theologica, Bononiae-Venetiis 17634, VII, v. Vicarius Generalis Episcopi" 
arto 1, nn. 1 y 42. 
26. V. DE PAOLIS, La natura della potesta del Vicario Generale. Analisi storico-
critica, Roma 1966, p. 147. Este autor sostuvo planteamientos similares en un estu-· 
dio posterior: De Vicario Episcopali secundum Decretum Conc. Oecum. Vatic. Ir 
"Christus Dominus», en «Periodica», LVI, 1967, pp. 308-330. Sus opiniones son 
seguidas también por C. PALOMO GONZÁLEZ, Vicario general, Vicarios episcopales,. 
Delegados, en "La Curia Episcopal...», ciL, pp. 80 Y ss. 
27. Cfr. D. BOUIX, Tractatus de ludiciis ecclesiasticis ubi et de Vicario gene-
rali Episcopi, 1, Parisiis 18833, p. 358; F. X. WERNZ, lus Decretalium, JI-2" Prati 
19153, p. 637; E. EICHMANN, op. cit., pp. 232 Y 233; A. VERMEERSCH - 1. CREUSEN,. 
Epitome Iuris Canonici, 1, Parisiis-Bruxellis 19491, p. 365; T. DAVID DoUGHERTY,. 
The Vicar general 01 the Episcopal Ordinary, Washington 1966, p. 93. 
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de «su» Vicario 28; la segunda se refiere al planteamiento del control 
administrativo de los actos vicarios. 
La doctrina postridentina se muestra, en efecto, unánime a la 
hora de excluir la apelación (y empleamos esta palabra a propósito, 
tal como es utilizada por los autores) ante el Obispo por los actos 
de su Vicario. Otro tanto ocurre con los autores decimonónicos e in-
cluso posteriores al momento de la promulgación del ele de 1917, aun-
que estos últimos frecuentemente utilicen el término «recurso» en lu-
gar de apelación 29. 
La causa de esta pretendida imposibilidad del control era razona-
da con singular claridad por Ronce: «un conflicto de poderes entre el 
Obispo y el Vicario general es jurídicamente inconcebible: sería como 
considerar al Obispo en conflicto consigo mismo: por el mismo mo-
tivo no se da apelación del Vicario al Obispo» 30. 
3. Desconcentración orgánica 
No estamos propiamente ante una nueva doctrina sobre el dina-
mismo de la potestad vicaria de gobierno, sino más bien ante una 
propuesta sustitutoria de la vicariedad que fue formulada antes de 
la promulgación del ele actual por algunos representantes de la doc-
trina canónica postconciliar. Para entender correctamente el plantea-
28. Cfr. las opllllOnes de S. ALONSO MORÁN, en sus comentarios al CIC de 
1917: «Comentarios al Código de Derecho Canónico», 1, Madrid 1963, pp. 683 Y 684. 
29. Cfr. L. FERRARIS, op. cit., v. Vicarius Generalis Episcopi, arto 1, n. 43. En 
el mismo sentido, A. REIFFENSTUEL, Ius Canonicum Universum, Antuerpiae 1755, 
t. 1, lib. 1, tito XXVIII, 1, n. 18; A. BARBOSA, Iuris Ecclesiastici Universi Libri Tres, 
Lugduni 1634, lib. 1, De Vicario et Coadiutore Episcopi, cap. XV, n. 17; D. BOUIX, 
op. cit., p. 365; F. X. WERNZ, op. cit., p. 651; V. DE PAOLIS, De Vicario Episcopali ... , 
cit., p. 320; E. EICHMANN, op. cit, P 234; A. Toso, Commentaria minora ad Co-
dicem Iuris Canonici, III, Romae 1925, p. 14. 
30. S. RONCE, La potesta del Vicario Generale, en «11 Monitore Ecc1esiastico», 
LIX, 1934, p. 87. «L'indentita della persona giuridica del vescovo e del suo 
officiale o vicario generale e carattere essenziale della giurisdizione vicaria, ca-
rattere che la distingue da ogni altra ordinaria giurisdizione e le da un essere 
SUD proprio. Che poi non si dia vera e propria appellazione dalla sentenza del 
vicario generale al vescovo, cio e solamente una conseguenza che viene di per se 
dalla natura medesima dell'istituzione»: S. SANGUINETTI, Nuove richerche sulla 
vera natura e nozione della giurisdizione ecclesiastica ordinaria e delegata, en 
«Studi e Documenti di Storia e Diritto»,XI, 1890, p. 376. 
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miento de estos autores 31 conviene tener en cuenta: el contexto histó-
rico de su propuesta y sus puntos de partida fundamentales. 
Cabe decir ante todo que esta nueva propuesta resultó tributaria 
de la explicación tradicional de la vicariedad como identidad jurídica 
entre oficios; y su contexto histórico fue la superación del CIC de 
1917 y el clima de profundización científica en los años posteriores 
al Concilio Vaticano 11, que llevó a la doctrina a proponer nuevas 
soluciones que pudieran considerarse en los trabajos preparatorios de 
la LEF y del CIC de 1983. 
Para estos autores, la vicariedad tradicional es una institución 
jurídicamente deficiente. Tales deficiencias -confusión de funciones 
propias y vicarias, ausencia de garantías jurídicas en la acción de 
gobierno, posibilidad de que los órganos vicarios aludan su respon-
sabilidad tranfiriéndola a los oficios capitales, etc.- obedecen, según 
ellos, a un inconveniente fundamental: la vicariedad clásica presupone 
una concepción personalista del poder eclesiástico 32. Observan, ade-
más, que no existen diferencias reales entre la potestad propia y la 
vicaria, bajo el aspecto de la competencia de los oficios: la distribu-
ción de funciones operada por los oficios vicarios a partir del núcleo 
constitucional «no implica (en el ordenamiento canónico) una grada-
ción vertical del poder» 33, porque «los oficios vicarios, dentro de una 
misma persona o ente jurídico, no aparecen situados conforme a una 
relación de jerarquía, en base a sus respectivas competencias, ni su-
ponen tampoco una disminución de la competencia del órgano prin-
cipal de la que participan» 34. Teniendo en cuenta -siempre según la 
opinión que examinamos- que no media una relación jerárquica en-
tre ambos oficios, resulta coherente que la concepción tradicional 
niegue la posibilidad de recurso contra los actos del Vicario ante el 
Obispo: en realidad es el órgano capital quien actúa a través del 
Vicario. 
31. Cfr. G. DELGADO, Desconcentración orgánica y potestad vicaria, Pamplo-
na 1971; cfr. también del mismo autor, Principios jurídicos de organización, en 
«lus Canonicum», XIII, 26, 1973, pp. 105-171. Además pueden verse planteamien-
tos similares en J. M. SOUTO, Los cooperadores del Obispo diocesano, en «La 
función pastoral de los Obispos», Salamanca 1967, pp. 241-277. 
32. Cfr. J. M. SOUTO, La noción canónica de oficio, Pamplona 1971, pp. 318 
Y 319. 
33. J. M. SOUTO, Los cooperadores ... , cit., p. 270. 
34. G. DELGADO, Desconcentración orgánica ... , cit., p. 24. El órgano capital 
conserva íntegramente su competencia, de manera que puede, por ejemplo, re-
servarse determinados asuntos, sin que quepa hablar de competencias distintas 
ni exclusivas. En consecuencia, la vicariedad produce una estructuración hori-
zontal del poder: cfr. ibid., p. 25. 
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Con estos presupuestos, estos autores centran su atención en los 
procesos organizativos estatales. Lo normal es que se establezca en 
ellos una delimitación cerrada de competencias, de manera que la 
actuación del órgano interior sea distinta y exclusiva respecto de la 
del superior. Este último no puede actuar -bajo sanción de nulidad 
por vicio de incompetencia- en la esfera de poder atribuida al órgano 
inferior, a pesar de que medie entre ambos una relación de jerarquía. 
Esta técnica de atribución cerrada de competencias a distintos 
órganos incardinados en un mismo ente o persona jurídica pública 
se denomina, en el derecho administrativo secular, «desconcentración 
de funciones». Su aplicación al ordenamiento en sustitución del siste-
ma vicario fue propuesta sobre todo por Delgado. Veamos los rasgos 
que identificarían la vigencia del nuevo principio organizativo en la 
estructura de gobierno de la Iglesia, según el autor citado. 
La desconcentración tiende básicamente a la transmisión de fun-
ciones públicas con carácter estable y permanente. Para ello es nece-
saria «la creación de diversos órganos ( ... ) que compartan la titulari-
dad de la función de gobierno» 35; y, sobre todo, una estricta delimi-
tación material de la competencia atribuida a tales órganos. Pero no 
basta una delimitación clara de competencias para que pueda hablarse 
de desconcentración; es necesario, además, que la competencia sea 
atribuida de forma exclusiva al órgano u oficio vicario, es decir, con 
plenas facultades resolutorias en sentido absoluto: el órgano capital 
ni siquiera podría fiscalizar la actuación del órgano desconcentrado 
-por ejemplo, a través del recurso jerárquico o de alzada-, porque 
la actuación de este último pondría fin a la vía administrativa. El 
control correría entonces a cargo del correspondiente órgano judicial, 
previo recurso de reposición y en aplicación de la relación jerárquica 
derivada de la desconcentración 36. 
Para que esto resulte efectivo, «sólo los asuntos que revistan una 
especial gravedad e importancia han de reservarse al órgano capital, 
o mejor, exigir en tales supuestos, antes de la resolución definitiva, 
un visto bueno, una alta moderación o control del órgano capital». En 
la práctica diocesana, lo más oportuno sería, según Delgado, que el 
Obispo se ocupase preferentemente de «la pastoral», cediendo el ejer-
cicio de la potestad ejecutiva y judicial a sus colaboradores 37. 
35. G. DELGADO, Principios jurídicos ... , cit., p. 129. El subrayado es nuestro. 
36. Cfr. ibid., p. 132 y ss. 
37. Desconcentración orgánica ... , cit., pp. 54 y 55. 
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4. El problema del control administrativo de los actos vicarios 
a) Planteamiento 
Es importante en orden a la naturaleza de la potestad vicaria so-
lucionar la cuestión de si es posible el control de los actos vicarios por 
parte del oficio capitaL El problema se plantea no tanto en relación 
con el Romano Pontífice -pues resulta indudable que, como instan-
cia suprema de la Iglesia, puede conocer personalmente o encomen-
dar a un oficio administrativo o judicial el conocimiento de recursos 
contra los actos de las congregaciones romanas-, cuanto respecto de 
la organización particular. Concretamente, se trata de ver si puede 
recurrir ante el Obispo, pidiendo su anulación o reforma, el tercero 
perjudicado por un acto administrativo de un Vicario general o epis-
copaL 
Tal como se ha señalado, la respuesta de los partidarios de la iden-
tidad jurídica entre el oficio capital y el oficio vicario es unánime: 
no existe tal posibilidad porque Obispo y Vicario constituyen una 
sola persona jurídica, un mismo tribunaL Admitir el control . jerár-
quico supondría, en última instancia, admitir también la posibilidad 
de que el Obispo recurriera contra sus propios actos. Como los actos 
del Vicario se atribuyen jurídicamente al Obispo, el control no es 
posible en el nivel organizativo diocesano: la competencia se trasla-
daría al correspondiente organismo de la Curia romana. 
b) La doctrina anterior al CIC de 1917 
En realidad, el problema planteado anteriormente no puede ser 
resuelto de modo satisfactorio, si no es a partir de la configuración 
histórica del oficio de Vicario generaL Concretamente, no parece aven-
turado señalar que en la postura que sostiene la imposibilidad jurídica 
del recurso ante el Obispo contra los actos del Vicario, incide clara-
mente la confusión histórica entre el ejercicio del poder juridicial y 
el administrativo, dependiente, a su vez, de la confusión funcional entre 
los oficios de Vicario general y Oficial (actualmente Vicario judicial). 
En opinión de Edouard Foumier .;......que puede ser considerado 
como la máxima autoridad en esta materia- el Vicario general tiene 
su origen en una época (siglos XII y XIII) caracterizada por un acen-
tuado absentismo episcopal de las diócesis (asistencia a concilios, 
intervención posterior en las cruzadas, etc.) 38. En tales supuestos, 
38. Vid. la monografía citada en la nota 11 de nuestro estudio, especialmen-
te pp. 299-318. 
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como ya hemos señalado, el Obispo solía nombrar un auxiliar dotado 
de amplia jurisdicción para que administrara la diócesis durante el 
tiempo de su ausencia. Al principio, esta persona que representaba 
los intereses episcopales ejercía la jurisdición por mandato del Obispo 
y de forma transitoria (Procurator generalis). Dada la amplitud de su 
poder, era un auténtico superior jerárquico de los demás colaborado-
res del Prelado, incluso del Oficial de la Curia, que ya entonces exis-
tía en las diócesis. 
Con el paso del tiempo, el munus de aquel Procurator se fue esta-
bilizando, constituyéndose ya como un oficio de colaboración en las 
funciones episcopales (Vicarius generalis a latere Episcopi constitutus). 
Es entonces cuando se establece gradualmente una relación de igual-
dad entre el Vicario general y el Oficial como oficios jerárquicamente 
dependientes del Obispo. 
Sin embargo, la distinción orgánica entre el Vicario general y el 
Oficial de la Curia diocesana, no se reflejó con nitidez en los textos 
yen la doctrina antigua 39. El fenómeno se explica si se tiene en cuenta 
que la situación práctica de las distintas regiones del orbe católicó no 
apuntaba precisamente al deslinde de funciones y competencias entre 
ambos oficios. En concreto, las diócesis italianas 40, no conocían el 
dualismo Vicario general-Oficial, porque ambos oficios solían unirse 
en la persona de un único titular, a causa de la reducida extensión 
del territorio diocesano. Cuando esto ocurría, una misma persona se 
encargaba de desempeñar funciones administrativas y judiciales como 
Vicario general u Oficial del Obispo (Vicarius generalis seu Officialis). 
En consecuencia, y a pesar de que la situación general de los 
siglos XVI y siguientes marcaba una línea tendente hacia la especia-
lización del Oficial en los asuntos contenciosos, el Vicario general era 
de hecho, a veces, el Oficial de la diócesis. 
39. Vid. X 1, 23 Y 28; X 1, 38, 9; VII, 9, 3; VII, 13, 1-3; VI lII, 4, 3; 
Clem., II, 7. 
La doctrina postridentina, por su parte, tenía dificultades a la hora de des-
lindar las respectivas esferas de atribuciones de ambos oficios, señalando que 
el Vicario general era también denominado canónicamente «Oficia!», y que 
ejercía incluso funciones contenciosas. Como botón de muestra, pueden citarse 
las opiniones de L. FERRARIS, Prompta Bibliotheca ... , cit., v. Vicarius Generalis 
Episcopi, arto 1, n. 2 y arto 2, passim; P. FAGNANUS, Commentaria in quinque li-
bros decretalium, Venetiis 1764, lib. III, De institutionibus, cap. 1, n. 76; E. PIR-
HING Doctrina ss. canonum ... , cit., lib. 1, tít. XXVIII, sect. II, 1, p. 102; A. BARBOSA, 
Iuris Ecclesiastici ... , cit., lib. 1, loe. cit., n. 12; A. REIFFENSTUEL, Ius Canonicum ... , 
cit., lib. 1, tít. XXVIII, III, nn. 59-63. 
40. Cfr. E. FOURNIER, op. cit., p. 332. 
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Esta acumulación práctica de los dos oficios de administrador 
y juez en una misma persona, incidió históricamente en la solución 
doctrinal al problema del control jerárquico de los actos vicarios. 
Como ya se ha señalado, la doctrina postridentina fue unánime a la 
hora de negar tal posibilidad. Baste citar aquí un texto de Ferraris 
idéntico al de muchos autores anteriores y posteriores: «a Vicario Ge-
nerali regulariter non datur appellatio ad Episcopum» 41. 
La misma doctrina era sostenida por los autores más próximos 
a la promulgación del CIC de 1917. Fijémonos brevemente 
en las tesis de Bouix, pues se trata de un autor que influyó notable-
mente en la doctrina posterior sobre el alcance de la vicariedad dio-
cesana. 
Lo primero que hay q1:le notar es que para Bouix el Vicario gene-
ral era un juez. Al tratar de «Iudicum ecclesiasticorum varias species», 
se detenía en la distinción entre jueces ordinarios y delegados, seña-
lando que entre ellos «sunt qui, licet potestatem iudicialem pariter vi 
legis et ex officio habeant, eam tamen delegare nequeunt; verbi gratia, 
Vicarius Generalis Episcopi» 42. 
Para Bouix, Vicario general y Oficial constituían además un mis-
mo oficio. Señalaba expresamente que existía una identidad funcional 
entre ambos cargos, a pesar de la costumbre contraria en algunos paí-
ses. La configuración del Vicario general como juez diocesano le lleva-
ba a afirmar lo siguiente: «non potest facere Episcopus, ut qui volun-
tariam dumtaxat iurisdictionem valet exercere, sit verus Vicarius ge-
neralis in sensu iuris». Ello se debía a que el Vicario general partici-
paba, al menos moralmente, en la generalidad o universalidad de la 
jurisdicción episcopal 43• 
Sin embargo, el autor francés reconocía, tal como señalamos, que 
la práctica de la diócesis establecía la distinción entre la función ju-
dicial y la administrativa de forma paralela a la distinción orgánica 
(Vicario general y Oficial). Admitía incluso que esta situación había 
sido reconocida por los papas y por la praxis de la Curia romana; 
pero no dejaba de señalar asimismo que se trataba de una situación 
meramente fáctica: de iure, no eran oficios diversos 44. 
A partir de los presupuestos anteriores, la sentencia de Bouix era 
41. L. FERRARIS, op. cit., v. Vicarius Generalis Episcopi, arto 1, n. 43. Nótese 
el empleo de las locuciones «regulariter» y «appellatio», que nos parecen muy 
significativas para comprender lo que a continuación señalaremos. 
42. D. BOUIX, Tractatus de ludiciis ... , cit., p. 122. 
43. lbid., p. 383. Vid. también pp. 348 y 349. 
44. Cfr. ibid., pp. 385 y 386. 
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rotunda al tratar del control jurídico de los actos del Vicario. No era 
posible apelar al Obispo, porque «appellare ab ipso (Vicario general) 
ad Episcopum, esset appellare ah eodem ad eumdem» 45. De admitirse 
la apelación, oficio capital y vicario dejarían de formar un mismo 
tribunal. 
Ahora ya se entiende con más claridad el planteamiento del autor: 
si el Vicario general es un juez, no tiene sentido hablar de un recurso 
administrativo. Obsérvese que, tanto los autores anteriores como el 
propio Bouix, utilizaban significativamente el término «appellatio»; 
por eso, cuando el autor citado se planteaba cuál era el órgano com-
petente para conocer la apelación de las sentencias del Vicario, seña-
laba que el asunto correspondía al tribunal del arzobispo metropoli-
tano 46; nunca al oficio episcopal, que no constituía una segunda ins-
tancia judicial en la diócesis. En definitiva, lo que Bouix venía a sos-
tener no era más que un principio procesal: ha de conocer la apelación 
el tribunal de segunda instancia. En realidad, el oficio episcopal y el 
oficio de Vicario judicial (Oficial), constituyen procesalmente un único 
tribunal (unidad de grado o instancia): los actos judiciales de uno u 
otro agotan la instancia y, en consecuencia, sólo cabe acudir al tribu-
nal superior en apelación de la primera sentencia. No se trata, por 
tanto, de un problema de identidad administrativa, sino judicial 47. 
Por eso, cuando Bouix se remitía al ámbito administrativo -«iuris-
dictio voluntaria»- las soluciones que adoptaba eran radicalmente 
distintas: así, al plantearse «quomodo Episcopusteneatur ex actis 
iurisdictionalibus Vicarii sui extraiudicialiter gestis», señalaba que «vi-
detur dicendum, eos Vicarii generalis extra-iudiciales actus posse ah 
Episcopo corrigi et immutari, quos posset Episcopus, si ab ipso gesti 
forent, annullare et corrigere ( ... )>> 48. Es decir, reconocía implícita-
mente la posibilidad del recurso administrativo partiendo de que el 
oficio capital podía anular y corregir de oficio sus propios actos. 
c) El CIC de 1917 y la doctrina posterior 
El CIC de 1917 estableció las bases del control jerárquico de los 
actos administrativos vicarios en la diócesis. Esta es la conclusión que 
se desprende si se tiene en cuenta que frente a la diversidad práctica 
45. ¡bid., p. 365. 
46. Cfr. ibid., p . 370. 
47. Sobre la identidad de instancias judiciales, cfr. E. WANDEIRA, Tratado 
de Derecho Administrativo Canónico (en prensa), cap. IV, 5 e). 
48. D. BOUIX, op. cit., p. 447. 
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anterior,el Código piobenedictino distinguió netamente los oficios de 
Vicario general y Ofical. El Vicario general había de ser único, salvo 
que la extensión del territorio diocesano o la diversidad de ritos acon-
sejaran otra cosa (c. 366 § 3*), Y solamente en los supuestos de redu-
cida extensión del territorio diocesano o escasez de expedientes a re-
solver (c. 1573 § 1*), se admitía que ambos oficios tuviesen un mismo 
titular; pero incluso en estos casos, al quedar vacante la sede episco-
pal, el titular cesaba únicamente en el cargo de Vicario general, no 
como Oficial (c. 1573 § 6*). 
Las diferencias entre el Vicario general y el Oficial fueron asimis-
mo confirmadas por la distinta competencia funcional que el CIC 
de 1917 les atribuía. Pese a la terminología imprecisa del cuerpo legal, 
las competencias del oficio vicario eran claramente administrativas, no 
judiciales. En cambio, el Oficial aparecía ubicado en el Libro cuarto 
(De Processibus), Título segundo (De variis tribunalium gradibus et 
speciebus), especializado por tanto en el ejercicio de la función ju-
dicial. 
Por lo demás, la identidad jurídica se refería exclusivamente en 
el CIC de 1917 a las relaciones entre el Obispo y el Oficial (identidad 
de instancia). Según el antiguo c. 1573 § 2*, «Officialis unum constituit 
tribunal cum Episcopo loci: sed nequit iudicare causas quas Episcopus 
sibi reserva!». Podía comprenderse así la disposición del c. 1594 § 1*, 
según el cual «a tribunali Episcopi suffraganei appellatur ad Metro-
politam»; es decir, la apelación habría de resolverse en el tribunal 
ordinario de segunda instancia. 
Por otra parte, varios cánones del CIC de 1917 reconocían la po~ 
sibilidad de recursos administrativos contra los decretos del Ordina-
rio 49. Ciertamente, el defecto básico del Código antiguo fue la ausen-
cia, con algunas excepciones 50, de cauces precisos que hicieran viables 
los recursos genéricamente reconocidos en el cuerpo legal. Con todo, 
un sector de la doctrina posterior pudo ya advertir la diferencia exis-
tente entre las normas del CIC de 1917 sobre el Vicario general, y la 
configuración anterior del oficio. Estos autores 51 comprendieron que 
49. Vid. cc. 153 § 3*, 345*, 498*, 699 § 1*, 970*, 1395 § 2*, 1428 § 3* Y 1601*. 
50. Los cc. 2142*-2194* regulaban diversos procedimientos administrativos 
en supuestos concretos: traslado y remoción de párrocos; procedimientos con-
tra clérigos no residentes o concubinarios y párrocos negligentes; imposición 
de la suspensión «ex informata conscientia». En todos estos casos se admitía 
el recurso contra el decreto definitivo (cfr. c. 2146*.) 
51. Cfr. M. FALCO, Corso di Diritto Ecclesiastíco, 1, Padova 1933, p. 144; F. 
DELLA ROCCA, Manual de Derecho Canónico, 1, trad. esp., Madrid 1962, p. 289; 
M. CONTE A CORONATA, lnstitutiones luris Canonici, 1, Taurini 1928, p. 484; I. CHE-
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el Vicario general había dejado de ser un juez y que el planteamiento 
del control había de ser, por tanto, estrictamente administrativo. Por 
eso, carecía ya de sentido dejar de admitir el recurso en la organización 
administrativa diocesana: ante el Obispo diocesano como autoridad 
jerárquicamente superior al oficio vicario. 
d) La disciplina actual del recurso jerárquico (ce. 1732-1739) 
El ele de 1983 articula, junto a la vía procesal ordinaria, la dis-
ciplina del recurso jerárquico como cauce formal de tutela frente a los 
decretos administrativos particulares. Los cc. 1732 Y ss. resultan apli-
cables a los actos administrativos adoptados por los oficios vicarios 
en el desenvolvimiento de sus funciones. Dicha afirmación se confirma 
teniendo en cuenta que en ningún momento de los trabajos prepara-
torios del ele se plantearon objeciones al respecto, y considerando 
también la amplia dicción de estos cánones que, pudiendo haberse re-
ferido tan sólo al ejercicio de la potestad delegada, en su redación final 
no asumen semejante distinción y se refieren en cambio generosa-
mente al «Superior jerárquico de quien emitió el decreto» (c. 1737 § 1). 
La única peculiaridad que se establece, afecta por igual a todas las 
autoridades subordinadas al Obispo: por imperativo del c. 1734 § 3.2.°, 
cuando se trate de recurrir ante el Obispo contra el decreto emitido 
por uno de sus vicarios, no será necesario observar el procedimiento 
previo del c. 1734 §§ 1 Y 2. 
Quizá no resulte supérfluo señalar que si la comunión eclesiástica 
reclama un ejercicio responsable y ordenado de los derechos e inte-
reses peculiares -y, en ocasiones, aconseja la renuncia transitoria 
a su tutela efectiva para evitar los conflictos intersubjetivos: de ahí 
las recomendaciones del c. 1733-, no es menos cierto que el acceso 
a la vía jerárquica no debe ser considerado siempre como un supuesto 
de ruptura de la communio, sino como un desarrollo de las posibili-
dades tutelares abiertas por el ordenamiento. En otras palabras: no 
estamos tratando aquí de lo que en cada caso deba hacerse, ni de las 
razones de conveniencia que subyacen en el contenido de estos cáno-
nes; planteamos, en cambio, esta cuestión como mera posibilidad ca-
nónica, por las consecuencias que tiene para una mejor comprensión 
de la potestad vicaria. En este sentido cabe afirmar resueltamente que 
nada hay en el concepto de vicariedad que excluya el recurso al supe-
rior jerárquico por el tercero perjudicado. Ello se entiende mejor al 
LODI, Ius de Personis iuxta Codicem Iuris Canonici, Tridenti 1922, p. 307; S. SIPOS, 
Enchiridion Iuris Canonici, Romae 1954, p. 224. 
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considerar que la comumon existente entre los oficios eclesiásticos 
se manifiesta, en el caso de la potestad vicaria, como un conjunto de 
relaciones canónicamente inspiradas por el principio jerárquico. 
Basta, en efecto, un breve recorrido por los cánones vigentes para 
concluir que el ele de 1983 establece extensamente la incidencia es-
tructural de aquel principio, en clara continuidad con la disciplina 
anterior: así, el Obispo nombra (cc. 475 § 1 Y 476) Y remueve (c. 481 
§ 1) libremente a los vicarios generales y episcopales; dirige su acti-
vidad (c. 473 § 2); puede ejercer discrecionalmente su poder de reserva 
sobre las competencias vicarias (c. 479 § 1), etc. Los vicarios, por su 
parte, no pueden actuar contra la voluntad e intenciones del Prelado 
y habrán de informarle sobre los asuntos más importantes a resolver 
o ya resueltos (c. 480); en ocasiones, necesitan un mandato especial 
para actuar válidamente (c. 479 § 1); no pueden conceder gracias ya 
denegadas por el Obispo sin el consentimiento de éste (c. 65 § 3); cesan 
en sede episcopal vacante (c. 481 § 1) y se suspende su potestad cuando 
es suspendido de su cargo el Obispo diocesano (c. 481 § 2); sus actos 
administrativos son susceptibles de anulación, revocación y reforma 
por el Obispo, previa interposición del recurso jerárquico (c. 1739). 
Estos datos legales muestran la estricta dependencia jerárquica 
del cargo vicario respecto del oficio capital 52. Por eso, a la luz de 
estos cánones del ele de 1983 y teniendo en cuenta, asimismo, las 
consideraciones históricas apuntadas más arriba, podemos establecer 
ya dos conclusiones parciales. 
La primera consiste en que la vigente regulación del recurso jerár-
quico contra los actos vicarios en la organización particular no ha 
supuesto realmente una innovación radical en la configuración jurídica 
de la potestad vicaria; sencillamente, el ele de 1983 ha desarrollado 
sustantivamente lo que en el ele de 1917 resultaba ser una mera po-
sibilidad implícita 53. 
52. Por eso no podemos estar de acuerdo con Delgado cuando afirma que 
«si admitimos el fenómeno de la desconcentración orgánica, los oficios vicarios 
(órganos desconcentrados) serían inferiores jerárquicamente con respecto al 
órgano capital. Este podría corregir los actos emanados de los órganos descon-
centrados, a través de la resolución del consiguiente recurso, interpuesto contra 
los mismos»: G. DELGADO, Desconcentración orgánica ... , cit., p. 70. En realidad, 
la vicariedad no excluye la vigencia del principio de jerarquía orgánica, como 
insinúa dicho autor. 
53. Por eso, la disciplina de los cc. 1732 y ss. no fundamenta la desconcen· 
tración orgánica del poder. En sentido contrario se manifiesta Arrieta: «El Có-
digo parece, de algún modo, haber alterado la noción tradicional de Vicario, 
al permitir el recurso jerárquico ante el Obispo diocesano contra las decisiones 
de sus vicarios (cfr. c. 1734 § 3.1.°). En este sentido el concepto de vicariedad 
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La segunda conclusión · que se desprende es la dificultad de hacer 
compatible la nueva regulación con las doctrinas de la representación 
e identidad jurídica entre oficio capital y vicario, que negaban ro-
tundamente la posibilidad del recurso ante el Obispo a los actos vi-
carios. Los cc. 1732 y ss. del CIC actual acentúan la configuración jurí-
dica de los vicarios diocesanos como órganos u oficios de colabo-
ración en la potestad administrativa episcopal, subordinados y distin-
tos del oficio capital diocesano 54. 
111. LA VICARIEDAD DE GOBIERNO EN EL CONCILIO VATICANO II 
Las doctrinas examinadas sobre la potestad vicaria tienen en co-
mún la escasa atención que prestan a los textos del Concilio Vatica-
no 11; bien por haber sido formuladas con anterioridad a su cele-
bración, bien por entender implícitamente que la doctrina conciliar 
no afecta de suyo a la potestad vicaria, cuya naturaleza y organiza-
ción vendrían a ser cuestiones exclusivamente técnicas. 
Sin embargo, la virtualidad de los documentos conciliares no es-
triba tan solo en servir de fundamento o inspiración al derecho vigente, 
sino que actúan además como principales criterios interpretativos de 
la legislación -del CIC, concretamente- 55. A mayor abundamiento, 
los textos conciliares contienen también pronunciamientos concretos 
sobre la organización de la potestad vicaria: desde la vinculación de 
las figuras de los obispos coadjutores y auxiliares con la titularidad de 
cargos vicarios 56, hasta las indicaciones contenidas en cn, 9 y 10 sobre 
la naturaleza y reordenación de los dicasterios de la Curia romana, 
pasando por la institución del nuevo oficio de Vicario episcopal 57 o 
parece haber pasado a consistir en una desconcentración de funciones que rea-
liza el Obispo»: J. 1. ARRIETA, Comentario a los cc. 475 y 476 en «Código de 
Derecho Canónico», ed. anotada a cargo de P. LOMBARDÍA y J. I. ARRIETA, Pam-
plona 1983, p. 334. 
54. Heimerl ha observado oportunamente que la regulación actual del re-
curso jerárquico es incompatible con la doctrina que sostiene la identidad ju-
rídica entre oficio capital y vicario: Cfr. H. HElMERI, Der hierarchische Rékurs 
(can. 1732-1739 CIC), en «Osterreichisches Archiv für Kirchenrecht», 35, 1985, p. 168. 
55. Cfr. G. FELICIANI, Dal Codice del 1917 al Codice del 1983, en «11 nuovo 
Codice di Diritto Canonico», a cura di S. Ferrari, Bologna 1983, p. 32. 
56. Vid. eD, 26 y c. 406 del ele de 1983. 
57. Vid. entre otros lugares, CD, 23, 27 Y 29, Y c. 476 del ele de 1983. 
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la confirmación del Vicario general como «officium eminens» de la 
Curia diocesana (CO, 27). 
Sin entrar en un análisis detenido de aquellos pronunciamientos 
más concretos, veamos seguidamente dos importantes aportaciones con-
ciliares que inciden en la configuración canónica de la potestad vicaria. 
1. La potestad propia episcopal 
Cristo, Caput Ecclesiae, está presente y actúa en ella invisiblemen-
te por el Espíritu Santo, visiblemente por el Episcopado; y a la vez que 
el Romano Pontífice es fundamento visible y perpetuo de unidad para 
toda la Iglesia, así también el Obispo es principio y fundamento visible 
de unidad en la Iglesia particular (LG, 23). Para que esto resulte efec-
tivo, el Obispo puede regir personalmente 58 (sacramento y misión ca-
nónica), la diócesis con sus consejos y exhortaciones, pero también 
«con su autoridad y potestad sagrada» (LG, 27); alcanzando esa potes-
tad en su ejercicio todos los contenidos necesarios para el manteni-
miento de la comunión de los fieles en la portio populi Dei. 
Oe esta manera, y paralelamente a la potestad primacial, la po-
testad episcopal es per se (CO, 8 a) ordinaria, propia e inmediata en 
su ámbito 59. Es precisamente la posición capital de los obispos -su-
cesores de los Apóstoles- representando en sus diócesis al Fundador 
de la Iglesia por la mediación sacramental y canónica, la que explica 
que la potestas episcopalis pueda ser calificada de propia. 
Tal calificación de la potestad episcopal y de su fundamento sa-
cramental, ha sido indudablemente un gran avance del Concilio Vati-
cano II 60; de suerte que constituye, por así decirlo, la clave de bóveda 
para la interpretación de la potestad vicaria. En este sentido, cualquier 
explicación doctrinal de la potestad vicaria en la organización central 
de la Iglesia o en el ámbito particular, ha de ser compatible no sólo 
con el reconocimiento de la potestad propia primacial y episcopal, 
sino también con su posible ejercicio efectivo, pues difícilmente se 
podría ser fundamento de unidad, difícilmente se podría representar 
58. «Haec potestas qua (Episcopi), nomine Christi personaliter funguntur ... »: 
LG,27. 
59. Vid. LG, 22 Y 27; CD, 8 y 11, Y c. 381 § 1 del CIC de 1983. 
60. El CIC de 1917 en ningún momento configuraba la potestad episcopal 
como propia (cfr. cc. 329 § 1* Y 334 § 1*). Sobre la virtualidad del Concilio 
Vaticano 11 en esta materia, vid. H. MÜLLER, Die Rechtliche Stellung ... , cit., 
pp. 401-403. 
~ATURALEZA CANÓNICA DE LA POTESTAD VICARIA DE GOBIERNO 121 
a Cristo Cabeza, sin un ejercicio personal en muchos casos de la 
potestas regiminis. 
Dicho en otros términos: no es constitucionalmente admisible una 
doctrina sobre el poder eclesiástico que, en sus consecuencias jurídi-
cas al menos, suponga una ruptura definitiva entre la titularidad del 
poder y su posible ejercicio personal. De esta manera se entiende que 
la potestad vicaria sea incompatible, desde un punto de vista técnico, 
con lo que el derecho administrativo estatal entiende estrictamente 
por «desconcentración» de la potestad. Como más adelante veremos, 
la vicariedad como técnica canónica tiende precisamente a lo contrario. 
2. La cooperación vicaria 
Son muchos los textos del Concilio Vaticano 11 donde se emplea 
el sustantivo «cooperatio», hasta tal punto que ha llegado a afirmarse 
que la misma estructura de la economía salvífica se expresa según el 
Concilio «en términos de cooperación» 6\ 
Limitándonos al decreto Christus Dominus, destaca en su siste-
mática la configuración de los oficios diocesano como cooperadores 
in munere pastorali Episcopi diocesani (cap. 11.3); expresión que tuvo 
su origen en la distribución material llevada a cabo por el Schema de-
creti de pastorali episcoporum munere in Ecclesia (1964) 62. Por otra 
parte, aunque no emplee expresamente aquel término, el Decreto des-
cribe también en su n.O 9 el «eximium auxilium» que, en nombre y 
por autoridad del Romano Pontífice, prestan los dicasterios de la 
Curia romana a los sagrados pastores para el bien de las iglesias. 
Las expresiones «cooperar» y «auxiliar» precisan ciertamente una 
formalización canónica 63; sin embargo, contribuyen de suyo a rela-
tivizar la acusada carga histórica del término «representación» aplica-
do a la potestad vicaria, acentuando, en cambio, el dinamismo de esta 
institución, integrada por un conjunto de cargos auxiliares -coope-
61. P. RODRÍGUEZ, Iglesias particulares y Prelaturas personales, Pamplona 
1985, p. 113. 
62. Cfr. Acta Synodalia Sacrosancti Concilii Oecumenici Vaticani 11 (AS), 
vol. 111, pars 11, pp. 22-44. Vid. también la expresión de CD, 30,3) configurando 
los vicarios parroquiales «tamquam parochi cooperatores». 
63. Como es sabido, la Comisión coordinadora de los trabajos conciliares 
había indicado el 29 de noviembre de 1963 a la Comisión de episcopis et de 
dioecesium regimine la necesidad de reducir la materia de los distintos esque-
mas, remitiendo a la futura reforma del CIC las cuestiones estrictamente ju-
rídicas: vid. las referencias en AS, III, 11, pp. 45 Y 46. 
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radores- en el desenvolvimiento de la potestad propia del oficio 
capital. 
La cooperación vicaria es peculiar en el sentido de que, siendo su 
marco característico -en el derecho vigente sobre los oficios vicarios 
unipersonales- el sacerdocio ministerial (cfr. por ejemplo, c. 478 § 1), 
se distingue no sólo de la cooperación que corresponde a todos los 
fieles en la edificación de la Iglesia, sino también de otras actividades 
cooperativas del presbiterio con el Obispo 64. La cooperación vicaria 
es una colaboración estable en el gobierno (potestad ordinaria), con 
facultades decisorias en el plano de la aplicación de la ley. En este 
sentido, puede calificarse como verdadera participación jurisdiccio-
na1 65 • 
IV. LA POTESTAD VICARIA COMO PARTICIPACIÓN ORGÁNICA 
EN I.A POTESTAD PROPIA DEL OFICIO CAPITAL 
A la luz de los criterios que pueden extraerse de la doctrina con" 
ciliar, veamos seguidamente cuáles son las notas básicas integradoras 
del concepto potestas regiminis vicaria. En las páginas anteriores he-
mos apuntado algunas consideraciones críticas sobre las distintas pro-
puestas doctrinales en torno a esta materia; pero todavía pueden aña-
dirse otras que pretenden subrayar la insuficiencia de aquellas pro, 
puestas a la luz del derecho vigente. 
1. Participación 
El término «participación» aplicado a la potestad vicaria resulta 
coherente, como hemos señalado, con la doctrina del Concilio Vati-
64. Vid. concretamente, CD, 29, 30 Y 30,3). Como los oficios vicarios se 
desempeñan ad nutum Episcopi y no se configuran como representantes del 
presbiterio, es conveniente su nombramiento por el Obispo mediante el sistema 
de libre colocación (cfr. c. 157, en relación con el c. 477 § 1), sin perjuicio de 
las consultas oportunas. 
65. También Corecco señala que los términos cooperación y participación 
no son intercambiables sin más precisiones: «cooperar no significa participar en 
la naturaleza de un poder o de un oficio del que otro es titular»: E. CORECCO, 
1 laici nel nuovo Codice di DirÍfto Canonico, en «La Scuola Cattolica», 112, 
1984, p. 215. 
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cano JI; Y además enlaza los dos momentos de la codificación canó-
nica del siglo XX, pues ya el CIC de 1917 expresaba, siquiera de modo 
genérico, el carácter participativo de la potestad vicaria 66. 
Con tal expresión (participación) queremos significar dos impor-
tantes aspectos de la potestad vicaria. En primer lugar, el aspecto 
relativo al origen del poder vicario: la potestad vicaria de gobierno 
deriva canónicamente de la Jerarquía o, para ser más precisos, del 
derecho mediante el correspondiente nombramiento a cargo del oficio 
capital. Este es el genuino sentido del tradicional aserto según el 
cual la potestad vicaria se ejerce en nombre ajeno, es decir, por par-
ticipación. ¿ Quiere ello decir que la potestad vicaria puede desvincu-
larse de la recepción del orden sagrado? La solución del derecho vi-
gente resulta claramente contraria a esta pretensión, pues exige el 
sacerdocio ministerial como requisito para la titularidad de oficios 
vicarios unipersonales 61. Sin embargo, de tal exigencia positiva, por 
conveniente que parezca, no debe deducirse apresuradamente una 
identificación constitucional entre la potestad propia y la vicaria, 
hasta el punto de vincular radicalmente la potestad vicaria con el 
sacramento del orden, sin ulteriores distinciones. Ante todo, porque 
ambas potestades se diferencian externa y realmente por su organi-
zación, alcance y ejercicio; pero, además, porque la potestad propia 
es vere episcopalis 'en el sentido de que radica primariamente en el 
Romano Pontífice y los obispos 68, que la reciben directamente de 
Cristo. Por consiguiente, la potestad propia es constitucionalmente 
capital; la vicaria, auxiliar porque supone siempre la existencia de 
un oficio capital de cuyo poder se participa. 
En segundo lugar, el término elegido resulta útil para evitar los 
inconvenientes que se derivarían de la desconcentración orgánica apli-
cada a la estructura de gobierno de la Iglesia, porque es característica 
de la institución vicaria que los cargos que la integran «tomen parte» 
en la potestad d@l oficio capital sin que éste la pierda. Al margen de 
lo que pueda señalarse desde un punto de vista meramente descripti-
66. Cfr. tits. VII (De Suprema potestate deque iis qui eiusdem sunt ecclesia· 
stico iure participes) y VIII (De potestate episcopali deque iis qui eadem par· 
ticipant) del libro II del CIC de 1917. 
67. Cfr. cc. 478 § 1, 1420 § 4, etc. del CIC de 1983 y los cc. 245 § 2 Y 1.101 
§ 4 del SCICO de 1986. 
68. Aunque pueda ser participada a su vez como propia mediante la missio 
canónica pontificia: esto ocurre con los oficios de capitalidad cuasiepiscopal, 
semiplena o prelaticia (Ordinario castrense, Prelado personal), que de suyo no 
exigen el episcopado. Sobre los aspectos constitucionales de la relación entre po-
testad vicaria y sacerdocio, cfr. J. HERVADA, op. cit. en nota 7, pp. 197-199 Y 219. 
124 ANTONIO VIANA 
vo, la reflexión canónica sobre la potestad vicaria no debe atender pri-
mariamente al dato externo de que el Romano Pontífice o el Obispo 
transfieran o desconcentren funciones. La perspectiva más adecuada 
es, en nuestra opinión, precisamente la contraria: son los oficios vi-
carios los que, ope legis, participan en el poder capital. 
La propuesta . de la desconcentración orgánica fue formulada en 
su momento sobre la base de una reflexión en torno a los procesos 
organizativos estatales -que puede ser útil canónicamente a efectos 
complementarios, pero no sustitutivos-, de manera que la relación 
entre potestad propia y vicaria quedó planteada como un auténtico 
problema de titularidad del poder; llegándose a reclamar, dentro de 
ciertos límites, como hemos visto, la transferencia exclusiva del poder 
capital al oficio vicario. 
En efecto, si bien es cierto que los administrativistas discuten 
si la transferencia de competencia, como requisito objetivo de la des-
concentración, tiene carácter absoluto o relativo, no lo es menos que 
la técnica desconcentradora exige en el ordenamiento estatal aquella 
transferencia exclusiva de competencia hacia los órganos desconcen-
trados. Resulta así pacífico el aserto de que «no habrá desconcentra-
ción si lo que se transmite no es la titularidad de la competencia, 
sino tan sólo su ejercicio, por ejemplo, mediante la delegación» 69. 
Estos planteamientos previos hacen ciertamente muy problemá-
tica la incorporación de la técnica desconcentradora al ordenamiento 
canónico; y además, en sus consecuencias prácticas, aquella propuesta 
comporta el riesgo de considerar los oficios capitales como meros «mo-
deradores» de la pastoral, sin efectivas responsabilidades de gobierno, 
que habrían de abandonar en manos de sus vicarios 70. 
Por el contrario, la participación vicaria no menoscaba la radical 
unidad del poder en el oficio con potestad propia. El derecho, al tiem-
po que instituye los oficios vicarios, regula también unos instrumentos 
jurídicos típicos de esta institución al servicio de la unidad: señala-
damente, la posibilidad de que el oficio capital asuma personalmente 
el ejercicio de las competencias administrativas o judiciales atribuidas 
al oficio vicario (poder de reserva), o incluso pueda regular ad validi-
tatem el ejercicio del poder vicario mediante la concesión del mandato 
especial 71. 
69. R. ENTRENA CUESTA, Curso de Derecho Administrativo, 1/2, Madrid 19817, 
p. 2l. 
70. Vid. las consideraciones de P. LOMBARDÍA, sobre aquella propuesta: Leccio-
nes de Derecho Canónico, Madrid 1984, p. 123. 
71. Cfr. c. 134 § 3. El mandato especial se requiere para que el oficio vicario 
pueda actuar válidamente en unos supuestos de singular importancia (los nego-
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Además de la referencia a estos instrumentos canónicos para la 
unidad del poder -reserva y mandato especial- cabe observar tam-
bién que, en la legislación vigente, la participación vicaria no alcanza 
de suyo la potestad legislativa, que habrá de ser ejercida por el oficio 
capital, salvo el supuesto de la legislación delegada ad casum por el 
Romano Pontífice a favor de un organismo de la Curia romana 72. 
A mayor abundamiento, el ejercicio personal de la potestad pro-
pia del Obispo fue un punto básico reiteradamente afirmado y aten-
tamente desarrollado en distintos momentos de la reforma codicial, 
hasta cristalizar definitivamente en el parágrafo primero del c. 391. 
Baste recordar, en este sentido, la definitiva disminución de las com-
petencias atribuidas a las conferencias episcopales en los primeros es-
quemas del CIC, para realzar así la responsabilidad episcopal sobre 
la Iglesia particular 13; el interés de la reforma en que la normativa 
sobre los obispos coadjutores y auxiliares resultara plenamente respe-
tuosa con la potestad propia episcopal y la unidad del régimen dioce-
sano 14; el atento tratamiento de la competencia de los consejos dio-
cesanos 15; o incluso las diversas vicisitudes sufridas por el c. 473 del 
tia ardua, maiora seu graviora, de los que hablaban los antiguos canonistas). 
La teleología implícita en el c. 134 § 3 supone una indicación al Obispo para que 
actúe personalmente su potestad en materias tan importantes como las dispen-
sas de las leyes disciplinares universales o particulares (c. 87 § 1), la provisión 
de oficios eclesiásticos por libre colación (c. 157), la decisión sobre todo lo 
referente al Superior y régimen del Seminario (c. 259 § 1), la erección de asocia-
ciones públicas de fieles (c. 312 § 1.3.0), la constitución de los consejos diocesanos 
y aprobación de los estatutos de consejo presbiteral (c. 496), etc. 
Cuando esa actuación personal no resulte prácticamente posible cabe la 
alternativa de que actúen los vicarios como mandatarios del Obispo (vid., por 
ejemplo el criterio manifestado en la Relatio de 1981 sobre la constitución del 
Administrador parroquial: Communicationes, 1982, p. 227. Cfr. también ibid., 
p. 167). Así se entiende que incluso en el ámbito ejecutivo no sea admisible una 
desconcentración plena. 
Por lo demás, la no separación plena entre titularidad y ejercicio del poder 
fue puesta de relieve en los trabajos preparatorios de la LEF y del CIC, también 
a propósito de la actividad judicial: vid. Communicationes 1977, p. 284 y ss .; 
1978, p. 230; 1981, p. 73 y ss. 
72. Cfr. c. 30 y el preciso comentario de P. LOMBARDÍA, en «Código de De-
recho Canónico», cit., p. 86. Ciertamente, el c. 30 puede aplicarse también en su-
puestos distintos de la Curia Romana. 
73. Cfr. Communicationes, 1980, pp. 98 y 105-106; 1982, p. 120. Sobre 
esta cuestión, cfr. también la opinión de J. lo ARRIETA, Instrumentos supradioce-
sanos para el gobierno de la Iglesia particular, en «Ius Canonicum», XXIV, 
48, 1984, p. 625. 
74. Cfr. Communicationes, 1982, p. 124. 
75. Vid. en ibid., 1981, p. 133, la cuestión del voto deliberativo atribuible 
al Consejo presbiteral. 
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CIC que, en su redacción final, distingue la coordinación de la activi-
dad pastoral de los vicarios --que corresponde personalmente al Obis-
po (c. 473 § 2)- de la coordinación relativa a los trabajos administra-
tivos de la Curia diocesana, que puede encomendarse al «Moderador» 's. 
2. Orgánica 
Con este calificativo queremos significar ante todo que la parti-
cipación vicaria se desarrolla vi officii y ha de encuadrarse en el 
marco de las normas relativas al ejercicio de la potestad ordinaria, 
sin perjuicio de que ocasionalmente los oficios vicarios puedan asumir 
competencias por delegación. 
Como es sabido, esta correspondencia entre potestad ordinaria y 
vicaria no fue sino el resultado de un largo proceso histórico de dis-
cusión doctrinal en tomo al régimen jurídico de la potestad de juris-
dicción. Junto con el problema de la delegación a iure, el de la natura-
leza de la potestad vicaria de gobierno fue una vexata quaestio discu-
tida por los decretalistas 17. Sin embargo, la opción realizada por la 
codificación canónica '8, implica que la vicariedad deba ser compren-
dida como una manifestación orgánica de la potestad de gobierno. 
Desde la perspectiva anterior, se entienden los inconvenientes que 
presenta la teoría representativa aplicada a la potestad vicaria. Aquella 
doctrina, aun cuando goce de un cierto fundamento histórico -los vi-
carios como procuratores del oficio capital-, difícilmente puede des-
ligarse de los perfiles privados y patrimoniales que identifican la ins-
titución representativa. En efecto, la representación es ante todo un 
recurso técnico iusprivatista que nace al servicio de Jos derechos e 
intereses -fundamentalmente económicos- de la persona que no pue-
de o no quiere actuar por sí misma en el tráfico jurídico. Así, otro 
sujeto puede representarle con la oportuna autorización y la autono-
mía suficiente. Ahora bien, los efectos jurídicos de la actuación -por 
autónoma que sea- revierten siempre en la persona del representado; 
76. Sobre la evolución del c. 473, vid., ibid., 1973, pp. 225 Y 226; 1981, 
pp. 114·116. Resulta significativa en este sentido la definitiva sustitución del tér-
mino Caput Curiae por el menos comprometido de Moderator. 
77. Cfr. M. CABREROS DE ANTA, Concepto de potestad ordinaria y delegada, 
en «Estudios canónicos», cit., pp. 200 ss.; G. MICHIELS, De potestate ordinaria ... , 
cit., pp. 118 ss.; V. DE PAOLIS, La natura della ... , cit., passim. 
78. Cfr. c. 197 § 2* del CIC de 1917 y c. 131 § 2 del CIC de 1983. 
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pues se trata cabalmente de la defensa de sus intereses personales (re-
presentación directa). 
En consecuencia, si se aplica la doctrina representativa a los ofi-
cios vicarios no se puede olvidar que lo que se está haciendo objeto 
de representación no es un mero interés privado o un derecho subje-
tivo del dominus negotii, sino el poder eclesiástico de gobierno y ade-
más, de forma estable (potestad ordinaria). Pero, ¿puede hablarse real-
mente de representación en la potestad de gobierno ordinaria? Desde 
la perspectiva del Concilio Vaticano n, la jurisdicción no es tanto un 
derecho subjetivo cuanto una función, un ministerio, que se ejerce 
en la comunión eclesiástica al servicio del fin sobrenatural del Pueblo 
de Dios 19; por eso, nos parece inadecuada la conc~pción patrimonia-
lista de la potestas regiminis que subyace en muchos planteamientos 
favorables a la representación vicaria. 
Las relaciones entre el oficio capital y los oficios vicarios no son 
meramente personales o privadas, sino también institucionales, y afec-
tan a los fieles destinatarios de poder. En uno y otro caso, estamos 
ante cargos públicos de la Iglesia que ejercen, conforme a derecho, una 
potestad que es también pública, de tal manera que el oficio capital no 
puede desdibujar o cambiar el conjunto de funciones que integran el 
oficio vicario sin cambiar también la ley que regula los elementos 
del oficio 80. 
De acuerdo con las observaciones anteriores, expresiones tales 
como «representante del Obispo o del Romano Pontífice», «alter ego», 
<<nomine et vice officii principale», tradicionalmente aplicadas a los 
oficios vicarios, no han de entenderse en un sentido estrictamente ju-
rídico: como si los actos vicarios fueran canónicamente atribuibles al 
oficio capital; sino que únicamente recuerdan que el poder vicario 
es participativo y que, por tanto, el titular del oficio vicario debe 
actuar en unidad de afectos e intenciones con el oficio capital. 
Además, la legislación actual no sostiene la afirmación de que los 
actos vicarios deban atribuirse al oficio capital. La posibilidad del re-
curso jerárquico excluye claramente la configuración de la potestad 
vicaria como representación canónica directa. 
79. Vid., entre otros lugares del Concilio, LG, 18, 20, 24, 28, 30; CD, 16; PO, 
3 Y 9. Considérese, asimismo, el sentido ministerial del oficio eclesiástico según 
el c. 145 § 1. Se trataría de lo que Hervada denomina un «poder-función» dima-
nante de la misión de servicio que corresponde a la organización eclesiástica: 
cfr. J. HERVADA, op. cit., pp. 229-230. 
80. Vid. las consideraciones de P. LOMBARDÍA sobre el problema de las res-
ponsabilidades derivadas de la ilegitimidad de actos administrativos: «Código 
de Derecho Canónico», cit., PP. 91 Y 92. 
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3. En la potestad propia del oficio capital 
Las expresiones de los autores antiguos formuladas en un contexto 
diferente del actual, y la imprecisión de algunos cánones del ele de 
1917 sobre la organización de la potestad vicaria, ayudan a com-
prender el fundamento de aquellas opiniones doctrinales que he-
mos agrupado bajo el epígrafe titulado «identidad jurídica», cuya via-
bilidad canónica es más problemática de acuerdo con el derecho vi-
gente. Tendrían aquí cabida las consideraciones ya apuntadas en torno 
al recurso jerárquico y la doctrina representativa; pero es, sobre todo, 
el análisis de algunas características generales del régimen jurídico de 
la potestad vicaria en el ele de 1983,10 que demuestra la inconvenien-
cia de comprender las relaciones entre potestad propia y vicaria en 
términos de identidad canónica o solidaridad. 
Una de las novedades más importantes del ele de 1983, estriba 
en el enunciado general del principio de distinción de funciones en el 
ejercicio de la potestas regiminis. En efecto, el c. 135 § 1 expresa 
de forma más precisa que su precedente en el ele de 1917 (cfr. c. 
335 § 1 *) la preocupación, constantemente manifestada a 10 largo de 
los trabajos preparatorios del ele actual, por incorporar al nuevo 
cuerpo legal un conjunto de criterios normativos al servicio del justo 
y ordenado ejercicio del poder en la Iglesia 81. 
El c. 135 § 1 presenta, en nuestra opinión, tres aspectos básicos: 
material, formal y orgánico; aspectos que en estas páginas solamente 
pueden estudiarse someramente. 
Bajo la perspectiva material, el citado precepto reclama la conti-
nuación del esfuerzo doctrinal por identificar los rasgos básicos de 
las funciones legislativa, ejecutiva y judicial. En el caso de la potestad 
vicaria, resulta especialmente importante el análisis de la distinción 
de funciones desde el punto de vista formal y orgánico; es decir, de 
los actos administrativos (o judiciales) que pueden ser puestos por 
aquellos oficios cuya misión específica es la participación directa en 
el poder capital. 
En este sentido, de acuerdo con los importantes criterios esta-
blecidos en los parágrafos 2.°, 3.° Y 4.°, del c. 135, el Libro I del ele 
vigente ha intentado, con más o menos éxito, formalizar las mani-
81. El c. 135 § 1 (<<Potestas regiminis distinguitur in legislativam, exsecutivam 
et iudicialem») es el resultado más importante del principio directivo n.O 7 
para la reforma del ele, que propugnaba una distinción de funciones de la 
potestas regiminis mediante su ejercicio por órganos diversos (cfr. ele 1983, 
Praefatio). 
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festaciones de la potestad legislativa y administrativa. Baste recordar, 
además de los cc. referentes a las leyes, decretos generales, instruc-
ciones y actos administrativos singulares, el atento tratamiento de la 
potestad legislativa de los organismos de la Curia romana, que es 
ejercida, no por vicariedad, sino por delegación expresa, en casos par-
ticulares y «ad normam iuris» (c. 30). 
Por otra parte, como expresó Lombardía a propósito de la dis-
tinción orgánica de funciones, «a lo largo de todo el Código se advierte 
un deseo de precisión terminológica al respecto, evitando palabras 
genéricas -como 'superior', tan frecuentemente utilizada por el Có-
digo de 1917- y concretando en muchos textos si para determinados 
actos es necesaria potestad legislativa, ejecutiva y judicial» 82. Este 
deseo de precisión terminológica fue el fruto de una actitud positiva 
de la reforma del CIC para desarrollar el principio directivo n.O 1 del 
Sínodo de 1967, al comprenderse que la índole jurídica del nuevo 
Código exigía precisión y certeza en el empleo de los términos. Natu-
ralmente, tal empeño por la precisión terminológica se manifestó de 
modo especial en los trabajos del coetus que se ocupaba de las nor-
mas generales del CIC, hasta tal punto que se pensó incluso en la 
posibilidad de incorporar al CIC un título independiente «de verborum 
significatione» 83. 
El tratamiento definitivo de la potestad vicaria particular es tri-
butaria de aquel deseo. Así, el c. 134 expresa de modo más riguroso 
que el c. 198* del CIC de 1917 el significado codicial de los términos 
«Ordinario», «Ordinario del lugar» y «Obispo diocesano». Concreta-
mente, el c. 134 § 3 es importante a la hora de delimitar intra Codicem 
las competencias vicarias, pues queda claro -a tenor del c. 479, §§ 1 
y 2- que los vicarios diocesanos precisan un mandato especial para 
desarrollar aquellos actos administrativos que el CIC atribuye expre-
samente al Obispo diocesano 84. El citado c. 479, por su parte, supera 
la imprecisa dicción del c. 368 § 1* del CIC de 1917, expresando la 
82. P. LOMBARDíA, Técnica jurídica del nuevo Código, en la obra colectiva 
«Temas fundamentales en el nuevo Código», Salamanca 1984, p. 163. 
83. Cfr. Communicationes, 1971, p. 82. El principio directivo n.O 1 para la 
reforma del ClC establecía que «in renovando iure indoles iuridica novi Codicis, 
quam postulat ipsa natura socialis Ecclesiae, omnino retinenda est ... »: cfr. ClC 
1983, Praefatio. 
84. De poco hubiera servido la norma interpretativa del c. 134 sin un reflejo 
adecuado de su triple clasificación a lo largo de los cánones del ClC. Tal preocu-
pación de coherencia positiva se manifestó en diversos momentos de la reforma 
del Código (cfr. por ejemplo, Communicationes 1977, p. 327; 1978, pp. 169 Y 
212; 1981, p. 273) Y alcanzó su punto álgido en la Relatio de 1981: a través de 
las respuestas de la Comisión, se procedió entonces a unificar definitivamente la 
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potestad ejecutiva que corresponde a los vicarios diocesanos para rea-
lizar cualquier tipo de actos administrativos, con las tradicionales ex-
cepciones de la reserva episcopal y el mandato especial. 
Este somero análisis de la formalización de la potestad vicaria, 
no puede acabar sin una referencia al c. 391 § 2. Si antes citábamos 
el parágrafo primero de dicho canon, a propósito de la potestad pro-
pia episcopal, su parágrafo segundo constituye, por así decirlo, el re-
flejo o desarrollo orgánico del c. 135 § 1 en el ámbito particular. El 
c. 391, globalmente considerado, constituye una excelente síntesis téc-
nica del binomio unidad de poder-distinción de funciones, mediante 
la delimitación de los órganos que podrán ejercer el poder de gobierno 
episcopal; y se configura también como fundamento legal de una 
efectiva distinción de funciones y competencias -del ejercicio orde-
nado del poder- en la práctica diocesana 85. Por ello, hubiera resul-
tado oportuna en el CIC una norma similar referida paralelamente a 
la Autoridad Suprema, tal como se proyectó en los distintos esquemas 
de la LEp 86 • 
Estos breves apuntes de la legislación vigente, cuyas implicacio-
nes exigirían ciertamente un estudio más detenido, ayudan a com-
prender que la interpretación canónica de la potestad vicaria es difícil-
mente compatible con cualquier pretensión de solidaridad jurisdic-
cional. En el orden práctico es importante, como criterio de buen go-
bierno que sean los oficios vicarios quienes ejerzan habitualmente el 
poder capital, dentro de su ámbito de competencias y en comunión 
con el Pastor propio; de manera que, los titulares de aquellos cargos 
puedan y sepan asumir su responsabilidad, sin comprometer innece-
sariamente al oficio capital con sus actos. Bajo este último aspecto, 
es importante señalar también la necesidad de que los actos canónicos 
derivados del desenvolvimiento de la potestad vicaria se atribuyan a 
sus titulares y se manifiesten en el tráfico jurídico como lo que real-
mente son: actos vicarios y no capitales. 
En resumen, la potestad vicaria debe ser comprendida como un 
cauce canónico que, a través de oportunos mecanismos de recupera-
ción de la unidad del poder, respeta la titularidad y el ejercicio de la 
potestad propia, permitiendo simultáneamente una efectiva distinción 
de actos, funciones y competencias en la práctica de gobierno. 
terminología, adoptándose ex officio las necesarias modificaciones semánticas del 
Esquema de 1980: Vid. Communicationes, 1982, pp. 124, 160, 167 Y 227. 
85. Cfr., en este sentido, las consideraciones de P. LOMBARDfA en torno al c. 
391 § 2 del Cle: Técnica jurídica ... , cit., p. 163. 
86. Cfr., por ejemplo, Communicationes, 1977, p. 281 ss. 
